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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Miguel Darío Escobar Morales      

Demandado:


Colpensiones y otro
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:
RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.
Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales cobija la anterior normatividad hasta el año 2014.
(…)

El demandante en principio es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 toda vez que para el 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 41 años de edad.

Ahora, como cumplió los 60 años de edad el 14 de agosto de 2012, para poder disfrutar del régimen de transición, le correspondía acreditar que para el 29 de julio de 2005 tenía cotizados o prestados por lo menos 750 semanas. Al revisar la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.199 a 2002- con las semanas adicionales reconocidas por la mora en el pago de las cotizaciones, así como información suministrada en el certificado laboral emitido por la Policía Nacional –fl.19-; se encuentra que para esa calenda el actor acredita 1009.57 semanas de servicios, motivo por el que podía continuar disfrutando del régimen de transición hasta el año 2014.

Como el actor prestó sus servicios en el sector público y privado antes de que entrara en vigencia el sistema general de pensiones, podía beneficiarse del régimen pensional previsto en la Ley 71 de 1988, el cual exige tener cumplidos 60 años de edad en el caso de los hombres y demostrar que ha hecho aportes durante por lo menos 20 años en el sector público y privado.

Los 60 años de edad los cumplió el 14 de agosto de 2012 y según la mencionada historia laboral y el certificado de información laboral emitida por la Policía Nacional, en toda su vida laboral ha prestado sus servicios durante 1331,31 semanas, como lo estableció la funcionaria de primer grado, las cuales corresponden a 25.90 años de servicios; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales.

En este punto de la providencia vale la pena hacer notar que sin contabilizar las 65.14 semanas correspondientes al periodo comprendido entre el 10 de abril de 2009 y el 15 de julio de 2010, cuando no hubo afiliación por parte de la empresa Transportes Urbanos Cañarte Ltda., el actor acredita un total de 1266.17 semanas, que corresponden a 24.62 años de servicios, que resultaban más que suficientes para acceder al derecho con igual tasa de reemplazo del 75%, razón por la cual resultaba viable reconocer la pensión, como en efecto se dispondrá. 

En cuanto a la fecha a partir de la cual puede el actor empezar a disfrutar de la pensión, se deben considerar los siguientes aspectos: i) Él cumplió los 60 años de edad el 14 de agosto de 2012, ii) Hizo su último aporte al Sistema General de Pensiones el 31 de agosto de 2012 y iii) Elevó solicitud de reconocimiento pensional el 4 de diciembre de 2012 –fl.20-.

Conforme con lo expuesto, se encuentra que una vez el señor Miguel Darío Escobar Morales cumplió los 60 años de edad el 14 de agosto de 2012 y realizó su última cotización al sistema general de pensiones el último día de ese mes, procedió a hacer expresa su voluntad ante Colpensiones de desafiliarse del sistema general de pensiones, por lo que tenía derecho a empezar a disfrutar la prestación económica a partir del 1º de septiembre de 2012 y no desde el 4 de diciembre de esa misma anualidad como lo determinó la falladora de primera instancia, sin embargo, como esa decisión no fue objeto de apelación por parte del demandante, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, cinco de julio de dos mil diecisiete, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 28 de noviembre de 2016, dentro del proceso que promueve el señor MIGUEL DARÍO ESCOBAR MORALES en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y de la sociedad TRANSPORTES URBANOS CAÑARTE LTDA., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00002-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Miguel Darío Escobar Morales que la justicia laboral declare la Administradora Colombiana de Pensiones es responsable de no realizar el cobro coactivo de los periodos dejados de cotizar por el empleador Transportes Urbanos Cañarte Ltda. y que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez por cumplir con los requisitos previstos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990.

Con base en ello aspira que se condene a Colpensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 14 de agosto de 2012, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 14 de agosto de 1952, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad; prestó sus servicios en el sector público y privado acreditando más de 20 años de servicios; prestó sus servicios a favor de la empresa Transportes Urbanos Cañarte Ltda. durante tres periodos comprendidos entre el 22 de enero de 1992 y el 31 de diciembre de 1994, 1º de enero de 2000 y 31 de agosto de 2008, 10 de abril de 2009 y 15 de julio de 2010, sin que en la historia laboral se reflejen la totalidad de semanas cotizadas a través de ese empleador; el 4 de diciembre de 2012 solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez, la cual no ha sido resuelta a la fecha de presentación de la demanda; el 2 de diciembre de 2013 solicitó ante Colpensiones la corrección de la historia laboral.
Al contestar la demanda –fls.47 a 51- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento del actor, que ha prestado sus servicios en el sector público y privado e igualmente que estuvo vinculado a la empresa Transportes Urbanos Cañarte Ltda. durante varios periodos. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Exoneración de condena por buena fe” y “Prescripción”.
Al dar respuesta al libelo introductorio por medio de curador ad litem –fls.110 y 111- la empresa Transportes Urbanos Cañarte Ltda. manifestó que todos los hechos relacionados en la demanda debían ser probados en el proceso. No se opuso a las pretensiones ni propuso excepciones de fondo.

Por medio de escrito de 16 de abril de 2015 –fl.197- la representante legal de Transportes Urbanos Cañarte Ltda. otorgó poder especial, amplio y suficiente a profesional del derecho para que continúe representando a la sociedad durante el curso del proceso, motivo por el que el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito en auto de 21 de abril de 2015 –fl.203- le otorgó personería a dicha profesional en los términos conferidos en el poder.

En sentencia de 28 de noviembre de 2016, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que entre el señor Miguel Darío Escobar Morales y la empresa Transportes Urbanos Cañarte Ltda. existieron tres relaciones laborales que se presentaron entre el 22 de enero de 1992 al 31 de diciembre de 1994, 1º de enero de 2000 al 31 de agosto de 2008 y 10 de abril de 2009 al 15 de julio de 2010. Frente a las dos primeras relaciones laborales estableció que hubo afiliación efectiva del señor Miguel Darío Escobar Morales al sistema general de pensiones, pero que en esos periodos su empleador se encuentra en mora por 16.57 y 335 semanas respectivamente que deben sumarse a su historia laboral. Respecto al último contrato de trabajo manifestó que no se había presentado afiliación por parte del empleador, motivo por el que determinó que la empresa accionada debe cancelar a Colpensiones el respectivo cálculo actuarial y en consecuencia sumó a la historia laboral del actor 65.14 semanas correspondientes a ese periodo.

Resuelto lo anterior, manifestó que el señor Miguel Darío Escobar Morales es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por cuanto a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos más de 40 años de edad y a 29 de julio de 2005 tiene un total de 890 semanas cotizadas. Posteriormente determinó que él cumple con los requisitos establecidos en la Ley 71 de 1988, pues arribó a los 60 años de edad el 14 de agosto de 2012 y cuenta con 1331.31 semanas de aportes, que corresponden a más de 20 años de servicios, motivo por el que condenó a Colpensiones a reconocer la pensión de jubilación por aportes a partir del 4 de diciembre de 2012 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales; por lo que el retroactivo pensional causado entre esa calenda y el mes de noviembre de 2016 asciende a la suma de $32.198.744.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Es el señor Miguel Darío Escobar Morales beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993? 

De ser afirmativa la respuesta al interrogante anterior ¿Reúne el actor los requisitos necesarios para acceder a la pensión de vejez que reclama?

Según la respuesta al interrogante anterior ¿A partir de cuándo tendría derecho eventualmente el demandante a disfrutar la prestación económica que solicita?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales cobija la anterior normatividad hasta el año 2014.

EL CASO CONCRETO

En esta instancia no se encuentra en discusión: i) Que el señor Miguel Darío Escobar Morales nació el 14 de agosto de 1952, pues de ello da fe el registro civil de nacimiento visible a folio –fl.11-; ii) Que entre el accionante y la empresa Transportes Urbanos Cañarte Ltda. existieron tres contratos de trabajo entre el 22 de enero de 1992 y el 31 de diciembre de 1994, 1º de enero de 2000 al 31 de agosto de 2008 y entre el 10 de abril de 2009 y el 15 de julio de 2010; iii) Que el empleador se encuentra en mora en los pagos de los aportes dejados de efectuar al sistema general de pensiones por 16.57 y 335 semanas, frente a los dos primeros contratos laborales respectivamente y; iv) Que al no haber afiliado a su trabajador al sistema pensional durante la última relación laboral, la empresa demandada debe cancelar a favor de Colpensiones el respectivo cálculo actuarial y en consecuencia contabilizar en la historia laboral del actor 65.14 semanas correspondientes a ese periodo; toda vez que estas decisiones no fueron objeto de controversia por parte de la sociedad accionada.

El demandante en principio es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 toda vez que para el 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 41 años de edad.
Ahora, como cumplió los 60 años de edad el 14 de agosto de 2012, para poder disfrutar del régimen de transición, le correspondía acreditar que para el 29 de julio de 2005 tenía cotizados o prestados por lo menos 750 semanas. Al revisar la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.199 a 2002- con las semanas adicionales reconocidas por la mora en el pago de las cotizaciones, así como información suministrada en el certificado laboral emitido por la Policía Nacional –fl.19-; se encuentra que para esa calenda el actor acredita 1009.57 semanas de servicios, motivo por el que podía continuar disfrutando del régimen de transición hasta el año 2014.

Como el actor prestó sus servicios en el sector público y privado antes de que entrara en vigencia el sistema general de pensiones, podía beneficiarse del régimen pensional previsto en la Ley 71 de 1988, el cual exige tener cumplidos 60 años de edad en el caso de los hombres y demostrar que ha hecho aportes durante por lo menos 20 años en el sector público y privado.
Los 60 años de edad los cumplió el 14 de agosto de 2012 y según la mencionada historia laboral y el certificado de información laboral emitida por la Policía Nacional, en toda su vida laboral ha prestado sus servicios durante 1331,31 semanas, como lo estableció la funcionaria de primer grado, las cuales corresponden a 25.90 años de servicios; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales.

En este punto de la providencia vale la pena hacer notar que sin contabilizar las 65.14 semanas correspondientes al periodo comprendido entre el 10 de abril de 2009 y el 15 de julio de 2010, cuando no hubo afiliación por parte de la empresa Transportes Urbanos Cañarte Ltda., el actor acredita un total de 1266.17 semanas, que corresponden a 24.62 años de servicios, que resultaban más que suficientes para acceder al derecho con igual tasa de reemplazo del 75%, razón por la cual resultaba viable reconocer la pensión, como en efecto se dispondrá. 
En cuanto a la fecha a partir de la cual puede el actor empezar a disfrutar de la pensión, se deben considerar los siguientes aspectos: i) Él cumplió los 60 años de edad el 14 de agosto de 2012, ii) Hizo su último aporte al Sistema General de Pensiones el 31 de agosto de 2012 y iii) Elevó solicitud de reconocimiento pensional el 4 de diciembre de 2012 –fl.20-.

Conforme con lo expuesto, se encuentra que una vez el señor Miguel Darío Escobar Morales cumplió los 60 años de edad el 14 de agosto de 2012 y realizó su última cotización al sistema general de pensiones el último día de ese mes, procedió a hacer expresa su voluntad ante Colpensiones de desafiliarse del sistema general de pensiones, por lo que tenía derecho a empezar a disfrutar la prestación económica a partir del 1º de septiembre de 2012 y no desde el 4 de diciembre de esa misma anualidad como lo determinó la falladora de primera instancia, sin embargo, como esa decisión no fue objeto de apelación por parte del demandante, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.

Ninguna de las mesadas pensionales causadas desde el 4 de diciembre de 2012 se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción, por cuanto en esa misma calenda se presentó la reclamación administrativa y la presente acción se inició el 13 de enero de 2014 como se ve en el Acta Individual de Reparto –fl-28 vto-.

Conforme con lo expuesto, se procederá a actualizar el monto del retroactivo pensional, tal y como lo establece el artículo 283 del C.G.P., como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia.

Según la tabla, tiene derecho el actor a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 4 de diciembre de 2012 y el 30 de junio de 2017, la suma de $38.419.547; razón por la que se modificará el ordinal quinto de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 28 de noviembre de 2016.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el cual quedará así:

“QUINTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del señor MIGUEL DARÍO ESCOBAR MORALES la suma de $38.419.547 a título de retroactivo pensional causado entre el 4 de diciembre de 2012 y el 30 de junio de 2017.”.

SEGUNDO. CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido en todo lo demás.

Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
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